
Cristián Reyes Cid es
abogado y profesor de li-
bre competencia en la
Universidad Católica y
otras casas de estudios.
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En el requerimiento presentado
el jueves por la Fiscalía Nacio-
nal Económica (FNE) en contra
del gigante tecnológico Google

por prácticas antimonopólicas se men-
ciona que la investigación surgió en oc-
tubre de 2022 tras la denuncia de un
“particular”, que acusó presuntas in-
fracciones por imponer en el sistema
operativo Android de Google restric-
ciones a la libre competencia en los mer-
cados de distribución de aplicaciones y
de bienes digitales.

El “particular” que detonó el caso
contra la compañía estadounidense,
por el que la FNE solicita una multa de
US$ 89 millones y una serie de medidas
reparatorias, es Cristián Reyes, aboga-
do y profesor en libre competencia de la
Universidad Católica y de otras casas de
estudios.

La cruzada impulsada en contra de la
big tech no es la primera que realiza el
abogado. Reyes fue funcionario duran-
te 9 años de la FNE, con participación
en públicos casos como Farmacias, Isa-
pres, Pollos, Sanitarias y Buses.

Con esta extensa trayectoria, el acadé-
mico destaca que la denuncia en contra
de la tecnológica estadounidense —efec-
tuada en el verano de 2022— es la pri-
mera que se hizo en América Latina, a la
que se sumaron posteriormente otras en
México y Brasil, en lo que viene a ser una
seguidilla de demandas que la compañía
tecnológica ha enfrentado en Estados
Unidos y especialmente en Europa, don-
de acumula multas por más de US$
9.000 millones en la última década.

Reyes, socio de Aninat Abogados,
afirma que el requerimiento ante el Tri-
bunal de Defensa de la Libre Compe-
tencia (TDLC) se encamina en la direc-
ción correcta, aunque precisa a “El Mer-
curio” que la demanda es insuficiente al
no incluirse el otro actor relevante de
este negocio.

“Mi denuncia fue contra Google y
Apple y la fiscalía estimó ir contra la
primera por el porcentaje de partici-
pación de mercado probablemente,
pero si yo hubiese sido la fiscalía lo
habría realizado en contra de los dos.
Un 95% del mercado lo tiene Google y
ese 4%, Apple. Juntas hacen el 99%”,
indica Reyes.

Recuerda que en el proceso de ela-
boración de su requerimiento ante la
FNE ninguna empresa tecnológica ni
menos los desarrolladores de apps se
atrevieron a denunciar a ambas com-
pañías por temor a que fueran “corta-
das” del ecosistema de las aplicaciones
y servicios que estos sistemas operati-
vos ofrecen en los teléfonos móviles.
Por ello, destaca la labor de la fiscalía,
que logró recopilar información confi-
dencial entre los mismos “temerosos”
desarrolladores de apps.

Daño a desarrolladores
chilenos

En el requerimiento del especialista
se hizo hincapié en que los principales
sistemas operativos de los teléfonos
móviles son iOS (Apple) y Android (de
Google). Se estima que alrededor de un
70% de todos los smart mobile devices en
el mundo ocupan Android y un 27%
ocupa iOS. Así, ambos actores constitu-
yen cerca del 100% de participación de
mercado en Chile.

En ese contexto, la FNE constató que
Google goza de un poder de mercado
sustancial a nivel nacional, al menos, en
los mercados de distribución de aplica-
ciones, donde posee el 95%; y de distri-
bución de bienes digitales de pago den-
tro de las aplicaciones en el sistema ope-
rativo Android, donde su participación
supera el 99%.

Si bien existe la opción de que uno se

pueda cambiar de sistema operativo,
señala el experto, “resulta que la otra al-
ternativa, iOS, también hace lo mismo,
comete las mismas (cuestionables)
prácticas”.

Según la FNE, se verificó que Google
ha impuesto restricciones a la distribu-

ción de aplicaciones por canales distin-
tos a su propia tienda de aplicaciones,
Google Play Store, entre las que se
cuentan exigir a los fabricantes de dis-
positivos móviles la preinstalación de
esta tienda en un lugar preferente, co-
mo condición para distribuir las aplica-

ciones de Google; impedir la distribu-
ción de tiendas de aplicaciones alterna-
tivas en dispositivos móviles Android
desde Google Play y entorpecer la des-
carga vía web de aplicaciones y tiendas
de aplicaciones alternativas mediante
fricciones innecesarias para ejecutar es-

ta función.
Esto se ha traducido “en que los per-

judicados son quienes hacen las aplica-
ciones, las aplicaciones de juegos, citas,
ya que además de su costo, deben su-
mar el recargo que aplican estos siste-
mas operativos en la tarifa al cliente fi-
nal”, explica Reyes.

Debido a estas trabas, algunos desa-
rrolladores de apps se han salido del ne-
gocio y otros optan por pagar sobrecos-
tos (vía un menor margen o una mayor
tarifa), con escasas posibilidades de que
esos clientes sean redirigidos a las pági-
nas web de sus servicios o de tiendas de
aplicaciones alternativas.

En ese contexto, afirma el especialis-
ta, sin duda que estas prácticas restan
dinamismo a la innovación en Chile y a
los desarrolladores de aplicaciones en el
país. “Afecta a las aplicaciones o crea-
ciones de citas, de juegos, medios de co-
municación, etc. Sí, claro que afecta”.
Menciona que otro de los perjudicados
son los medios de pago, ya que “final-
mente solo se pueden ocupar los me-
dios de pago y la facturación dispuesta”
por estas tecnológicas. 

Plazos y pasos que vienen

El abogado considera que la multa so-
licitada por la FNE (US$ 89 millones) en
contra de Google es la adecuada, aun-
que remarca que se trata de un caso iné-
dito en Chile al ser una demanda en
contra de una big tech, que “con el tiem-
po” se puede ir ajustando, a medida que
avance el proceso en el TDLC.

“Si la multa es suficiente o insuficien-
te (...) es más baja que la cobrada en
otros países, pero puede estar bien co-
mo primer intento”, resalta.

Asimismo, no descarta que la misma
compañía estadounidense se acerque a
la FNE para intentar llegar a un acuerdo
antes de que escale hasta las últimas ins-
tancias en el TDLC.

Hasta ahora, Google ha optado por
no profundizar ni comentar la denuncia
de la fiscalía económica que se encuen-
tra disponible en el sitio oficial del orga-
nismo.

Ante la consulta de “El Mercurio”, un
vocero de Google solo respondió: “No
hemos sido debidamente notificados de
esta acción, por lo que no haremos co-
mentarios hasta tener todos los antece-
dentes del caso”.

Dada la extensa trayectoria de litigios
antimonopolios en los que ha participa-
do, Reyes estima que este tipo de casos
en el TDLC se demora entre un año y
año y medio en su resolución. Si Google
decide apelar a la sentencia del tribunal
en la Corte Suprema, los plazos se pue-
den extender entre seis a ocho meses
más, prevé el abogado.

“Por lo tanto, esto puede tomar en su
conjunto al menos dos años y en este
proceso pueden hacerse parte también
otros afectados, desarrolladores, consu-
midores, medios de pago, y después de
tener una sentencia, podría ocurrir tam-
bién que estos mismos afectados solici-
ten indemnización frente al mismo Tri-
bunal (de Defensa) de la Libre Compe-
tencia”, estima Reyes.

El abogado que
detonó el inédito caso

de la fiscalía
antimonopolios contra
la tecnológica Google
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Y LETRA Según el Foro Económico Mundial, ESG se
refiere a “la información ambiental, social y de
gobernanza sobre una empresa” e indica que se
“toman en serio sus responsabilidades ambien-
tales y sociales”. Grandes corporaciones como
Black Rock, Goldman Sachs o JP Morgan, que
han adherido a la ideología del ESG, la han
forzado sobre otros negándose, por ejemplo, a
entregar capital a empresas más pequeñas o a
incorporar en sus portafolios acciones de em-
presas que no cumplen con criterios ESG. Como
consecuencia, estados republicanos y “swing
states” han reaccionado. Solo en 2022, 44
leyes en 17 estados fueron aprobadas sancio-
nando a Wall Street.

El sistema de puntaje que se asigna a las
empresas por cumplir con criterios ESG resulta
cuestionable. La multinacional Phillip Morris
dedicada a la producción de cigarrillos, por
ejemplo, recibió en 2023 de parte S&P Global
Ratings mayor puntaje de ESG que Tesla (84
versus 37 puntos). Esto aun cuando los ciga-
rrillos matan 8 millones de personas todos los
años según la Organización Mundial de la Salud
(OMS). La explicación es que empresas taba-
caleras han puesto énfasis en la diversidad
genital y racial de sus empleados, además de
promover que hombres que se identifican como
mujer puedan competir en deportes femeninos.
Como Tesla, liderada por Elon Musk, se ha
opuesto a seguir esta ideología, entonces
obtiene menos puntaje.

Pero es aún peor. En 2022 Andy Kessler
reportaba en The Wall Street Journal que Black
Rock engañaba al mercado utilizando el mantra
del ESG. El fondo ETF ESG tenía casi las mismas
participaciones principales que su ETF normal del
S&P500, incluyendo Apple, Microsoft, Amazon,

Alphabet, Tesla, Nvidia, JP Morgan Chase,
Johnson & Johnson y UnitedHealthcare. Lo que
eliminaba era Berkshire Hathaway y aumentaba
la proporción de Meta y Home Depot. Ahora
bien, las comisiones del fondo ESG eran del
0,15%. Mientras tanto, el fondo indexado básico
de BlackRock, iShares Core S&P 500 ETF, co-
braba solo 0,3%. Según The Wall Street Journal,
“BlackRock cobra cinco veces más por cambiar
algunos nombres y etiquetar el fondo como
ESG…”. Kessler concluyó que para BlackRock,
“ESG e inversión sostenible no parecen estar
relacionados con una inversión responsable o
socialmente justa; simplemente representan un
modelo de negocio
lucrativo”.

Un trabajo de
investigación de dos
académicos de LSE y
Columbia Business
School en 2022 con-
firmó la conclusión de
Kessler de que los
fondos ESG son enga-
ñosos: “Nuestros
hallazgos sugieren que los fondos socialmente
responsables no parecen cumplir con las procla-
maciones de preocupación por todas las partes
interesadas (stakeholders)”. 

Un artículo del profesor Sanjai Bhagat en
Harvard Business Review en 2022 llegaba a la
misma conclusión. Según Bhagat, hacia 2021
había 2,7 billones —trillions en inglés— de
activos ESG bajo administración en el mundo,
de los cuales un 81% se encontraba en fondos
europeos y un 13% en americanos. Estos fon-
dos, añadió, tenían un peor desempeño que los
fondos sin objetivos ESG. Pero, además, las

empresas ESG tenían un menor cumplimiento
de leyes laborales y criterios medioambienta-
les que las demás. Aquellas que habían firma-
do los principios de inversión responsable de la
ONU tenían, no solo peor desempeño econó-
mico, sino que no habían mejorado en nada el
cumplimiento de ESG.

Para los ejecutivos, en cambio, el mito de ESG
resulta útil pues hablan de ESG de modo de
desviar el foco de atención y encontrar mayor
aceptación de sus resultados mediocres frente al
público y los accionistas. En cambio, cuando
superan las proyecciones, prácticamente no
mencionan ESG, ni la preocupación por los

stakeholders. Esto lleva a que los ejecutivos
tengan incentivos a sobre invertir en empresas
que públicamente alaban el ESG, pero que
tienen peor desempeño financiero. Un estudio
publicado en Journal of Financial and Quantita-
tive Analysis en 2023 concluía que: “En conjun-
to, nuestros hallazgos sugieren que el énfasis en
los objetivos centrados en las partes interesadas
proporciona a los directivos una excusa conve-
niente que reduce la responsabilidad por el mal
desempeño de la empresa”. Pero, los problemas
de la ESG no terminan ahí. La inexistencia de
criterios comunes entre quienes miden objetivos

ESG es escandalosa. Algunas empresas priorizan
el medio ambiente, otras la inclusión, diversidad
racial, etc. 

Un estudio publicado en Review of Finance en
2022 que analizó los seis principales rankings
de ESG que son elaborados por las agencias
Kinder, Lydenberg and Domini (KLD), Sustainal-
ytics, Moody’s ESG (Vigeo-Eiris), S&P Global
(RobecoSAM), Refinitiv (Asset4) y MSCI, con-
cluyó que la correlación entre los índices iba de
0,38 a 0,71. Esta divergencia, afirmaron los
autores, causa varios problemas entre los que se
encuentra la dificultad de evaluar el desempeño
de fondos y portafolios ESG de las compañías,
distorsiones en los precios de activos ESG,
selección parcial de los ejecutivos solo para
acumular puntos ESG en un cierto ranking y
obtener mejores remuneraciones, y la imposibi-
lidad de llegar a resultados fiables que permitan
medir y comparar a las empresas. 

Otro estudio elaborado por los profesores de
Harvard Law Lucian Bebchuk y Roberto Tallari-
ta concluyó que cuando se trata de aplicar
criterios ESG para evaluar la compensación de
CEO de empresas, no hay manera de tener
información confiable y que, finalmente, no se
beneficiaban ni los dueños de las empresas ni
tampoco los stakeholders: “Concluimos que el
uso actual de métricas ESG probablemente sirve
a los intereses de los ejecutivos, no a los de las
partes interesadas”.

Así las cosas, parece ser que el Nobel de
Economía Milton Friedman tenía razón cuando
en 1970 afirmó que los empresarios que creen
que las empresas deben promover fines “socia-
les” eran “marionetas inconscientes de las fuer-
zas intelectuales que han estado socavando la
base de una sociedad libre”.

El mito de ESG

AXEL KAISER

“EL SISTEMA DE PUNTAJE QUE SE
ASIGNA A LAS EMPRESAS POR
CUMPLIR CON CRITERIOS ESG

RESULTA CUESTIONABLE”.
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Junto con la multa de US$ 89 millones en contra de Google, la
Fiscalía Nacional Económica también presentó una serie de
medidas a imponer a la big tech estadounidense en Chile, en
línea con los patrones que se han aplicado en otras jurisdicciones,
para frenar las prácticas antimonopólicas que se denuncian.
Entre las medidas, la FNE pidió al tribunal que exija no condi-
cionar el acceso a productos o servicios de Google, pagos, o
participación en ingresos, a la suscripción de acuerdos que
impongan la obligación de preinstalar Google Play en una
ubicación específica de la interfaz del dispositivo. También se
solicita facilitar la distribución de tiendas de aplicaciones de
terceros mediante Google Play. Asimismo, se plantea permitir
a los desarrolladores habilitar el uso de sistemas alternativos
de facturación dentro de las aplicaciones, sin perjuicio de
mantener, en aquellos casos en que lo requieran, el sistema de

facturación integrado de Google.
Sobre las medidas planteadas por la FNE, el abogado Cristián
Reyes recuerda que, en general, Google y Apple han cambiado
sus comportamientos si en determinado mercado se han fijado
reglas distintas o tarifas en los países que los han obligado a
ajustar.
El experto anticipa que Google podría esperar a ver qué deter-
mina la sentencia antes de adoptar alguna de las medidas
exigidas por la FNE o “aplicarlas voluntariamente y terminar el
juicio antes, a partir de un acuerdo conciliatorio”.
Con todo, Reyes estima que “las medidas son las adecuadas
(...) con tal de que efectivamente se logre que los desarrolla-
dores puedan derivar a sus clientes a sus propios sitios web,
junto con que otros medios de pago también puedan utilizarse
en las app stores y que los cobros sean razonables”.

LAS MEDIDAS QUE PODRÍA ADOPTAR GOOGLE
para poner fin a la demanda

PESE A QUE EL REQUERIMIENTO

DE LA FNE EN CONTRA DE GOOGLE

ESTÁ DISPONIBLE EN EL SITIO

OFICIAL DE LA ENTIDAD, AYER LA BIG

TECH SEÑALÓ ESCUETAMENTE: 

“NO HEMOS SIDO DEBIDAMENTE NO-

TIFICADOS DE ESTA ACCIÓN, POR LO

QUE NO HAREMOS COMENTARIOS

HASTA TENER TODOS LOS 

ANTECEDENTES DEL CASO”.
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